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l ordenamiento jurídico del Estado ecuatoriano que la Asamblea Nacional Constituyente 

acordó al crear la Constitución en el año 2008, guarda cambios sustanciales, como es el paso 

de un Estado social de derecho a un Estado constitucional de derechos y justicia.  

Con ello potencialmente, se operan cambios administrativos en el organismo estatal, se crean nuevas 

funciones, y, en ese marco, a la Procuraduría se la concibe como un organismo público técnico jurídico 

de patrocinio, asesoramiento y control de los actos y contratos suscritos por los organismos y 

entidades del sector público. 

Las funciones que la Constitución otorga al Procurador son: 

La representación judicial del Estado. 

El patrocinio del Estado y de sus instituciones. 

El asesoramiento legal y la absolución de las consultas jurídicas a los organismos y entidades del sector 

público con carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, en aquellos temas en que 

la Constitución o la ley no otorguen competencias a otras autoridades u organismos. Controlar con 

sujeción a la ley los actos y contratos que suscriban los organismos y entidades del sector público. 

La Asamblea Constituyente posesionó, en abril de 2008, al Procurador General del Estado hasta que 

el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social lo nombrara en el año 2011, para un periodo 

de cuatro años que duró hasta diciembre de 2014, ratificándolo en sus funciones en enero de 2015 

hasta diciembre de 2019. Este nombramiento se realiza de una terna enviada por la Presidencia de la 
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República, terna conformada con criterios de especialidad y méritos, sujeta a escrutinio público e 

impugnación ciudadana.  

Durante estos casi 10 años, el Estado ecuatoriano ha pasado de la aprobación de la Constitución en el 

año 2008, el régimen de transición que duró hasta el año 2013 y a partir de ello el ejercicio pleno del 

mandato Constitucional y su fortalecimiento. 

La PGE en estos 9 años, en lo que se refiere a litigios en sede nacional, ha logrado que 7,3 de cada 10 

sentencias hayan sido favorables al Ecuador. Ha evitado el pago del 86% sobre el monto total de las 

demandas equivalente a USD 10.325.442.326 en procesos internacionales terminados. Las decisiones 

a favor del Ecuador han sido por USD 47 millones.  

En Derechos Humanos el pago evitado en litigios es del 65% (USD 86 millones), mientras que en 

Consultoría se han atendido 7.389 preguntas que han derivado en 3.031 pronunciamientos, 3.970 

abstenciones y 388 consultas archivadas; y cumpliendo el mandato de control de legalidad en 

Contratación Pública y Contratación Especial la PGE ha examinado 3.346 casos que equivalen a USD 

15.809 millones.  

Nuestro Centro de Mediación también ha tenido un crecimiento importante y ha recibido 7.239 

solicitudes de mediación y se ha llegado a 54% (2.025) de acuerdos.  En Asesoría Jurídica se han 

atendido 225 solicitudes para transigir de los cuales se han autorizado transacciones por USD 704 

millones. 

Este informe es una fotografía de lo que han sido estos nueve años de gestión técnico legal de la 

Procuraduría General del Estado, que sin duda servirá para valorar el trabajo realizado por un equipo 

técnico de alta valía profesional y compromiso con el país con el que cuenta la institución y también 

es una hoja de ruta para que las nuevas autoridades encargadas de conducir al Estado ecuatoriano, 

por voluntad popular, sepan de los principales desafíos a los que está avocada la defensa jurídica del 

Ecuador.  
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Los principales códigos y leyes procesales ecuatorianos debieron adecuar sus normas de 

procedimiento a los principios que consagró la nueva Constitución de octubre de 2008 

fundamentalmente orientados a los derechos individuales y colectivos y al ejercicio ciudadano de los 

mismos. Esto impuso la pronta promulgación de nuevos cuerpos normativos compatibles a esta 

reciente realidad. Comenzando por la propia Corte Constitucional que se vio precisada a dictar normas 

de procedimientos y trámites que le permitieran atender, promover y dictar resoluciones que 

garantizaran los derechos al buen vivir, derechos de naturaleza, entre otros. También la Asamblea 

Constituyente dictó mandatos cuyo objeto fue establecer el alcance de los nuevos derechos 

constitucionales viabilizando su ejercicio y real cumplimiento. 

Con la aparición del nuevo Código Orgánico de la Función Judicial en marzo de 2009 se definieron las 

nuevas obligaciones de los jueces, de los fiscales y de todos los operadores de justicia en el Ecuador. 

Al año siguiente, septiembre de 2010, se dictó la Ley Orgánica de Servicio Público estableciendo 

nuevas responsabilidades y obligaciones de los servidores públicos en el país; en ese mismo año 

entraron en vigencia reformas sustanciales  a la Ley  Orgánica del Sistema Nacional  de Contratación 

Pública instaurando las nuevas reglas en toda contratación con las entidades del Estado, se publicó 

también el Código Orgánico de Organización Territorial Cootad; en octubre de 2011 se dictó la Ley de 

Control del Poder de Mercado y se creó  la Superintendencia de Control de Poder de Mercado; en 

junio de 2013 se promulgó la Ley Orgánica de Comunicación y se creó la Superintendencia de 

Comunicación; para el 2014 se dictó el Código Orgánico Integral Penal estableciendo nuevos delitos 
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en el nuevo procedimiento oral; en mayo de 2016 se impuso el proceso oral en todos los demás litigios 

judiciales. 

Todos estos cuerpos normativos, modificaron las relaciones jurídicas entre los actores de cada una de 

esas materias y modificaron también los procedimientos judiciales para resolver los eventuales 

conflictos que tales relaciones generaban.  

Frente a esto, la Procuraduría General del Estado se planteó objetivos orientados a reestructurar la 

gestión de la defensa de los intereses del Estado, estableció agendas con cursos de capacitación 

permanente a sus abogados litigantes, preparándolos para enfrentar estos nuevos tiempos;  generó 

un nuevo modelo de gestión en la defensa de los intereses del Estado; adecuó su sistema informático 

para la gestión de patrocinio con el rediseño de nuevas áreas internas con información de cada 

expediente judicial de los casos que maneja y continúa en la tarea de incorporar nuevos abogados 

litigantes  según la realidad lo exija. 

Luego de estos nueve años liderando la Defensa del Estado, hemos podido fortalecer la imagen de la 

PGE con una defensa técnicamente sólida, con alto contenido ético y profesionalmente responsable 

con el país.  Hemos revertido la imagen de que el Estado no se defiende y logrado el reconocimiento 

de nuestra defensa con un alto porcentaje de resoluciones a favor de los intereses del Estado. 

La evolución de la gestión del Patrocinio del Estado a cargo de la PGE, con cifras por año y por cada 

una de las materias litigiosas, las revisaremos a lo largo de este informe de gestión. 

1.1 Síntesis de la gestión  

1.1.1 Sentencias favorables vs. desfavorables  

Desde el año 2008, la Procuraduría General del Estado ha mantenido un crecimiento sostenido en las 

sentencias favorables a los intereses del Estado. Esta tendencia de crecimiento se mantiene, inclusive 

a la fecha de corte de este informe el 31 de marzo de 2017, se ha logrado un promedio general del 

73% de sentencias favorables frente al 27% de sentencias desfavorables del total notificadas a la 

Procuraduría General del Estado; tal como lo reflejan las siguientes estadísticas:  
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Durante estos 9 años de gestión, las cifras han demostrado que el patrocinio y la defensa técnica de 

los intereses del Estado han sido eficaces en todas las materias de litigio; es decir, en los procesos 

civiles, penales, laborales, acciones constitucionales, y contencioso administrativas, recayendo la 

mayor cantidad de sentencias favorables en las tres últimas materias.  

Debemos resaltar que el número más alto de sentencias emitidas se dio en el año 2016, con un total 

de 9.755 sentencias, de las cuales 7.369 fueron favorables y 2.386 desfavorables a los intereses del 

Estado. Este incremento de sentencias se explica no solo por el nuevo impulso que desde 2008 

imprime la Procuraduría General del Estado a la defensa judicial, sino también por el cambio en la 

legislación que orientó el litigio al sistema oral impuesto por la Constitución de la República en el 2008, 

la evaluación de los jueces por parte del Consejo de la Judicatura y luego por la vigencia de los cuerpos 

normativos procesales que coadyuvaron a un sustancial incremento de sentencias. 
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1.1.2 Sentencias por materia  

En materia Laboral en el periodo 2008 al 2011 el total de sentencias fue bastante menor comparado 

con los años posteriores; y de ese total en promedio las sentencias favorables fueron del 63% frente 

al 37% de sentencias desfavorables. 

En el año 2012 se inicia un crecimiento exponencial en el número de sentencias favorables, que llega 

a su nivel más alto en el año 2016 con 2.740 sentencias favorables, que significa el 72% del total de 

ese año; esta tendencia se mantiene durante el primer trimestre de 2017, como lo muestra el gráfico. 

 




















































































































































































































































































































































































